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	Resumen

	Este estudio examina el papel del Estado ecuatoriano como garante de los derechos humanos de las personas privadas de libertad en un sistema penitenciario en crisis, caracterizado por el hacinamiento, la violencia, las enfermedades y la debilidad de las instituciones. objetivo de la investigación consiste en analizar de qué manera el Estado ecuatoriano podría estar incumpliendo su obligación de proteger y garantizar los derechos humanos de las personas privadas de libertad dentro del sistema penitenciario del país. La investigación se desarrolla según un enfoque cualitativo, apto para el análisis crítico e interpretativo de los fenómenos jurídicos y sociales. Se utilizaron métodos analítico-sintéticos, que permitieron descomponer los elementos normativos y fácticos para integrarlos en una visión sistemática, el método exegético utilizado para interpretar disposiciones constitucionales y tratados internacionales de derechos humanos, y el método inductivo, que permitió formular conclusiones generales a partir del análisis de casos y situaciones específicas del sistema penitenciario ecuatoriano. Los resultados muestran que existe un desfase entre el reconocimiento normativo de los derechos y su aplicación efectiva, lo que configura violaciones sistemáticas a la vida, la integridad, la salud y la dignidad humana, que indican el incumplimiento del deber garantizado por el Estado.
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	Abstract 

	This study examines the role of the Ecuadorian State as a guarantor of the human rights of individuals deprived of liberty in a penitentiary system in crisis, characterized by overcrowding, violence, diseases, and institutional weakness. The objective of the research is to analyze how the Ecuadorian State might be failing in its obligation to protect and guarantee the human rights of individuals deprived of liberty within the country's penitentiary system. The research is conducted using a qualitative approach, suitable for the critical and interpretative analysis of legal and social phenomena. Analytical-synthetic methods were used, which allowed for the decomposition of normative and factual elements to integrate them into a systematic vision, the exegetical method employed to interpret constitutional provisions and international human rights treaties, and the inductive method, which made it possible to formulate general conclusions from the analysis of specific cases and situations within the Ecuadorian penitentiary system. The results show that there is a gap between the normative recognition of rights and their effective application, which constitutes systematic violations of life, integrity, health, and human dignity, indicating the failure to fulfill the duty guaranteed by the State.

	Keywords: Guaranteeing state, human rights, persons deprived of liberty, prison system, prison crisis.

	Introducción 

	El colapso del sistema penitenciario ecuatoriano caracterizado por matanzas, hacinamiento y crisis sanitaria, demuestra que el Estado no está cumpliendo con sus obligaciones mínimas. Al estar bajo su tutela directa, la situación de abandono de los presos abre un debate urgente sobre la negligencia oficial y las implicaciones jurídicas de no garantizar una vida digna tras las rejas.

	Diversos especialistas sostienen que el encarcelamiento no anula los derechos fundamentales de los individuos. Al respecto, Zambrano y Loor (2023) argumentan que el exceso de población en las cárceles ecuatorianas transgrede directamente las garantías básicas, al sobrepasar los marcos legales permitidos. Según otros autores (Urresta et al., 2024; Maldonado, 2025) el hacinamiento imposibilita que los reclusos accedan a condiciones dignas de salud e integridad, generando un escenario contrario a los tratados y estándares internacionales de protección humana. 

	Al analizar los episodios de violencia en las prisiones, Estrella (2024) sostiene que la problemática en Ecuador no debe entenderse como una serie de eventos fortuitos o inconexos. Por el contrario, la investigadora argumenta que estos hechos son el síntoma de un colapso profundo y organizado en las bases del propio sistema penitenciario. Al respecto señala que:

	La expansión del uso de la prisión preventiva, sumada a la falta de infraestructura adecuada y a la débil gestión institucional, ha generado un escenario de hacinamiento crónico que facilita la proliferación de violencia, motines y enfrentamientos entre grupos delictivos organizados dentro de los centros de rehabilitación social. (p. 14) 

	Este planteamiento demuestra que la crisis trasciende el control policial, involucrando el deber ineludible del Estado de proteger la vida y la integridad de quienes están bajo su custodia. Bajo los estándares de la Corte Interamericana, la responsabilidad estatal no surge únicamente de abusos directos, sino también de la negligencia u omisión frente a peligros internos (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2012). 

	En este marco, Humala y Vázquez (2023) advierten que Ecuador se expone a sanciones internacionales si persiste en su incapacidad para implementar estrategias eficaces que eviten los decesos violentos en las prisiones. La dimensión sanitaria es otro pilar crítico de la problemática carcelaria. De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud (2022), el exceso de internos en los centros de reclusión eleva drásticamente las probabilidades de contagio de patologías infecciosas. 

	En el contexto de Ecuador, diversos estudios confirman que la combinación de hacinamiento y servicios médicos deficientes ha propiciado la aparición de focos de tuberculosis y afecciones respiratorias. Sobre este punto, Erazo et al. (2020) manifiestan que las condiciones de insalubridad, el acceso limitado a servicios médicos y la sobrepoblación carcelaria crean un entorno propicio para la propagación de enfermedades transmisibles, afectando no solo a los internos sino también a la salud pública en general. Aunque la Constitución de Ecuador establece el deber ineludible de proteger la integridad de las personas privadas de libertad, esta protección suele quedarse en el papel. Al respecto, Herrera et al. (2021) señalan que “existe una brecha entre el marco normativo y su aplicación efectiva dentro del sistema penitenciario ecuatoriano” (p. 645). 

	Esta investigación tiene como propósito central argumentar el incumplimiento del Estado ecuatoriano en su función de garante de los derechos humanos de las personas privadas de libertad. Para ello, se propone identificar y definir los derechos fundamentales que se vulneran durante el encierro, analizar la evolución histórica que fundamenta la responsabilidad estatal de proteger a sus ciudadanos y examinar la situación actual de las cárceles en Ecuador, enfocándose en factores críticos como el hacinamiento, la violencia y las crisis sanitarias.

	El análisis conjunto de estos factores servirá para establecer si la crisis en las cárceles refleja una falta sistémica de responsabilidad por parte del Estado. En última instancia, la investigación pretende contrastar las normas constitucionales con las condiciones reales de los centros penitenciarios en Ecuador, con el fin de verificar si se garantiza la protección de un grupo que depende totalmente de la gestión pública para el respeto de sus derechos básicos. 

	En este escenario, se hace necesario plantear el problema científico que guía la presente investigación; es decir la situación que atraviesa el sistema penitenciario ecuatoriano revela una crisis estructural caracterizada por el hacinamiento, la presencia constante de hechos violentos, la propagación de enfermedades como la tuberculosis, además de condiciones de insalubridad y problemas de desnutrición que afectan a las personas privadas de libertad. Estas circunstancias generan cuestionamientos sobre si el Estado ecuatoriano está cumpliendo de manera efectiva su responsabilidad de garantizar los derechos humanos de esta población. 

	A partir de ello, surge la interrogante de investigación orientada a determinar si las actuales condiciones del sistema penitenciario reflejan un incumplimiento del Estado en su rol de garante de los derechos humanos de las personas privadas de libertad. Con base en este planteamiento, el objetivo de la investigación consiste en analizar de qué manera el Estado ecuatoriano podría estar incumpliendo su obligación de proteger y garantizar los derechos humanos de las personas privadas de libertad dentro del sistema penitenciario del país. 

	Metodología

	La metodología del presente estudio se fundamenta en un enfoque cualitativo, cuyo carácter crítico e interpretativo resulta idóneo para abordar la complejidad del fenómeno penitenciario ecuatoriano, en la medida en que permite desentrañar las dimensiones normativas, institucionales y fácticas que subyacen al presunto incumplimiento estatal. Para ello, se adopta un diseño dogmático-jurídico complementado con un análisis documental sistemático, lo que posibilita no solo el estudio exegético de las disposiciones constitucionales y convencionales, sino también la confrontación de estas con la realidad empírica de las cárceles. El despliegue metodológico integra tres métodos científicos convergentes: el método analítico-sintético, que descompone el fenómeno penitenciario en sus vectores críticos —hacinamiento, violencia, crisis sanitaria y debilidad institucional— para luego recomponerlos en una visión holística del fracaso estructural; el método exegético-jurídico, aplicado a la interpretación rigurosa de la legislación nacional e internacional, con el fin de fijar con precisión el alcance de las obligaciones garantistas del Estado; y el método inductivo, que, partiendo del análisis de eventos concretos y documentados —como motines carcelarios, brotes de tuberculosis y situaciones de hacinamiento extremo—, permite formular inferencias generales sobre la sistematicidad de las vulneraciones y la consiguiente responsabilidad estatal por acción y por omisión.

	En cuanto al estudio documental y al procedimiento metodológico, la investigación se alinea con los postulados de Hernández-Sampieri et al. (2023) para la ruta cualitativa, caracterizada por su naturaleza flexible, inductiva y holística. El estudio adopta un diseño de investigación documental propio de la investigación jurídica, donde la muestra se selecciona de manera intencional y dirigida, priorizando fuentes con relevancia teórica y pertinencia para el problema de investigación. Dado su carácter documental, la investigación no requiere de participación de sujetos humanos, por lo que se exime de la aplicación de protocolos éticos, centrando su solvencia en el análisis exhaustivo de la normativa y documentación jurisprudencial.

	Desarrollo

	Identificación de los derechos humanos y su contenido que corren riesgo de ser violados durante el cumplimento de la pena de privación de libertad

	Las personas privadas de libertad están en una situación de alta vulnerabilidad debido a la relación jurídica especial que surge al imponerse la pena. Aunque la privación de libertad restringe el derecho a moverse, no elimina el resto de derechos humanos reconocidos constitucional e internacionalmente. Entre los derechos más comprometidos se encuentra el derecho a la vida y a la integridad personal. 

	La violencia estructural, los disturbios, el acceso a armas y el dominio por parte de grupos delictivos constituyen amenazas constantes. La Corte Interamericana de Derechos Humanos (2021) ha señalado que el Estado es responsable no solo por actos directos de sus agentes, sino también por omisiones ante hechos de violencia entre internos que pueden prever, especialmente en contextos de hacinamiento y control institucional deficiente. En Ecuador, informes recientes documentan elevados niveles de violencia carcelaria y fallas graves en el control estatal (Human Rights Watch, 2023).  

	El derecho a la salud también está en riesgo. El hacinamiento, las deficiencias sanitarias y la escasez de recursos médicos facilitan la propagación de enfermedades como tuberculosis, VIH y afecciones respiratorias. Según estándares internacionales, las personas privadas de libertad deben recibir atención médica equivalente a la de la población general (Organización Mundial de la Salud, 2022).

	Sin embargo, la falta de personal sanitario, la escasez de fármacos y las demoras en traslados hospitalarios revelan incumplimientos que pueden generar responsabilidades estatales (Amnistía Internacional, 2024). Igualmente, el derecho a la dignidad humana se ve afectado por condiciones materiales inadecuadas, como la falta de agua potable continua, alimentación suficiente y espacios dignos para descansar. 

	La dignidad es la base de todos los derechos humanos, por lo que cualquier trato degradante o inhumano en los centros penitenciarios vulnera el núcleo esencial del orden constitucional (Organización de las Naciones Unidas, 2015). Las condiciones precarias inciden no solo en la salud física, sino también en la salud emocional y psicológica de los internos (Human Rights Watch, 2023). Otro derecho afectado es el de rehabilitación y reinserción social, objetivo principal de la pena según la normativa ecuatoriana. No obstante, la carencia de programas educativos, formación laboral y apoyo psicológico limita las verdaderas oportunidades de reintegración, perpetuando la exclusión social y la reincidencia delictiva, afectando a los internos y a la sociedad (Villamarín y López, 2024).

	Así mismo, el debido proceso y el acceso efectivo a la justicia enfrentan obstáculos dentro del sistema. Las personas privadas de libertad tienen dificultades para obtener asesoría jurídica adecuada, interponer acciones constitucionales o presentar recursos como el habeas corpus. La ausencia de canales de denuncia y protección eficientiza la vulnerabilidad ante posibles abusos o tratos indebidos (Defensoría del Pueblo del Ecuador, 2022). 

	También se observa afectación del derecho a la igualdad y no discriminación. Grupos específicos dentro de los centros, como mujeres, extranjeras, voces indígenas, pueblos y personas con discapacidad, pueden enfrentar condiciones diferenciadas si no existen políticas públicas que atiendan sus necesidades particulares (Organización de las Naciones Unidas, 2020).

	La pérdida de control estatal en algunos centros ha generado estructuras paralelas de poder, donde ciertos internos ejercen autoridad informal sobre otros. Esto favorece economías ilegales, extorsión y violencia sistemática, configurando un panorama en el que el Estado no garantiza plenamente la seguridad interna. Esta situación no solo vulnera los derechos de las personas privadas de libertad, sino que también afecta la seguridad ciudadana (Human Rights Watch, 2023).

	En definitiva, identificar los derechos en riesgo durante el cumplimiento de la pena demuestra que la crisis penitenciaria trasciende la infraestructura y representa una problemática estructural vinculada al incumplimiento de las obligaciones del Estado en materia de derechos humanos. El respeto, la protección y la garantía efectiva de estos derechos requieren reformas integrales que fortalezcan la institucionalidad, aseguren condiciones dignas de detención y consoliden mecanismos de control y supervisión permanentes (Amnistía Internacional, 2024).

	Recorrido histórico que explica por qué el Estado, debe asumir el rol de garante de los derechos básicos de sus ciudadanos 

	La historia del derecho y de la organización política de los Estados, demuestra que el papel del Estado, no ha sido siempre el mismo. En sus primeras configuraciones, el poder estatal se caracterizaba por su carácter absoluto y por una escasa protección de las libertades individuales. Con el paso del tiempo, especialmente a partir de las revoluciones liberales y del surgimiento del constitucionalismo moderno, se produjo un cambio fundamental: el poder dejó de ser ilimitado y comenzó a estar sometido a normas que reconocían derechos inherentes a todas las personas. Este proceso histórico dio origen a la noción del Estado como garante de los derechos básicos, entre ellos la vida, la libertad y la dignidad humana (Urresta et al., 2024; Maldonado, 2025).

	El reconocimiento progresivo de este derecho implica que la privación de libertad debía convertirse en una medida excepcional y no en una regla general. Sin embargo, la evolución del sistema penal en muchos países ha mostrado una tendencia contraria: el uso expansivo de la prisión como respuesta principal frente al delito. Este fenómeno evidencia una tensión histórica entre la protección de los derechos fundamentales y las políticas de control social basadas en el castigo (Urresta et al., 2024; Maldonado, 2025).

	Uno de los ejemplos más claros de esta contradicción es el uso excesivo de la prisión preventiva. Concebida originalmente como una medida cautelar excepcional destinada a asegurar la comparecencia del procesado y evitar la impunidad, su aplicación frecuente ha generado graves consecuencias. Un porcentaje significativo de personas privadas de libertad no cuenta con sentencia firme, lo que supone una afectación directa al principio de presunción de inocencia. La acumulación excesiva de internos produce tensiones constantes, dificulta la adecuada clasificación entre procesados y sentenciados y limita el acceso a servicios básicos como salud, alimentación y educación (Urresta et al., 2024; Maldonado, 2025).

	Históricamente, el surgimiento del Estado social implicó que el poder público asumiera responsabilidades activas en la garantía de derechos. Esto significa que no basta con abstenerse de vulnerarlos, sino que es indispensable crear las condiciones necesarias para su ejercicio efectivo. En el ámbito penitenciario, esta obligación se traduce en asegurar infraestructura adecuada, condiciones sanitarias mínimas y programas de rehabilitación que permitan la reinserción social. Cuando estas garantías no se cumplen, el Estado incurre en una omisión que compromete su legitimidad.  

	La crisis carcelaria ecuatoriana de los últimos años ha puesto de manifiesto las consecuencias de un sistema penitenciario desbordado. Los episodios de violencia extrema, los enfrentamientos entre bandas organizadas y el elevado número de muertes dentro de los centros de privación de libertad revelan la pérdida de control estatal sobre estos espacios. Las cárceles han dejado de ser lugares de rehabilitación para convertirse en escenarios de disputa entre grupos delictivos, lo que demuestra que el debilitamiento de la autoridad legítima del Estado genera vacíos que son ocupados por estructuras criminales (Urresta et al., 2024; Maldonado, 2025).

	Además del problema de la violencia, el hacinamiento ha favorecido la propagación de enfermedades infecciosas y ha agravado las condiciones sanitarias. La falta de atención médica adecuada y de recursos básicos pone en riesgo no solo a los internos, sino también al personal penitenciario y a la sociedad en general. Desde una perspectiva histórica, la consolidación de los derechos humanos implicó reconocer que incluso las personas privadas de libertad conservan su dignidad y sus derechos fundamentales. Por ello, el Estado tiene la obligación de garantizar condiciones compatibles con estándares mínimos de humanidad. Otro aspecto relevante en este recorrido histórico es la finalidad de la pena. 

	En los sistemas penales modernos, la sanción no debe limitarse al castigo, sino que debe orientarse a la rehabilitación y reinserción social. Sin embargo, la ausencia de programas efectivos de educación, capacitación laboral y apoyo psicológico dentro de las cárceles ecuatorianas ha impedido cumplir con este objetivo. La elevada reincidencia delictiva demuestra que el sistema no está logrando transformar las condiciones que originan la conducta criminal. Esto confirma que el encarcelamiento masivo, sin políticas complementarias de reintegración, resulta ineficaz. 

	La implementación de medidas alternativas a la prisión para delitos menores, el fortalecimiento de la justicia restaurativa y la profesionalización del personal penitenciario son estrategias que han mostrado resultados más sostenibles. Estas experiencias refuerzan la idea de que el Estado debe adoptar un enfoque integral que combine seguridad, prevención y respeto a los derechos humanos (Urresta et al., 2024; Maldonado, 2025).

	Evaluación del comportamiento actual de la situación penitenciaria en Ecuador, en cuanto a crisis, hacinamiento, violencia y enfermedades  

	El sistema penitenciario en Ecuador ha estado enfrentando, durante varios años, una crisis profunda que ha sido exhaustivamente examinada en los análisis realizados. Al llevar a cabo una revisión completa de la situación actual en las cárceles, se destacan cuatro aspectos fundamentales: crisis institucional, sobrepoblación, violencia y problemas de salud (Estrella, 2024).

	En primer lugar, la crisis en las prisiones no es un acontecimiento reciente o aislado, sino que es el resultado de diversos factores que se han acumulado con el tiempo. Los análisis indican que el sistema ha sufrido un progresivo debilitamiento en su capacidad de administración, lo que se refleja en fallas en la gestión, carencia de fondos y ausencia de políticas públicas duraderas relacionadas con la rehabilitación social. El aumento del poder de grupos delictivos dentro de las prisiones ha puesto de manifiesto la pérdida del control del Estado en varios centros, creando situaciones de ingobernabilidad. Esta problemática se ve intensificada por la falta de métodos eficaces para clasificar a los individuos en prisión, lo que propicia la mezcla de reclusos con distintos niveles de peligrosidad y afiliaciones a bandas rivales (Farinango et al., 2022).

	 Desde una perspectiva analítica, se argumenta que esta crisis institucional no debe seguir considerándose un asunto secundario en la agenda pública. Cuando el gobierno pierde control en áreas que son de su responsabilidad, no solo se perjudica la gestión del sistema penitenciario, sino que también se socava el Estado de derecho. La ineficiencia en la administración y la falta de estrategias sostenibles evidencian que la crisis es tanto operativa como estructural y política. 

	Respecto al problema del hacinamiento, los informes destacan que uno de los retos más persistentes del sistema carcelario en Ecuador es la sobrepoblación. En varias ocasiones, el número de prisioneros ha excedido la capacidad de los centros penitenciarios, creando condiciones de vida inapropiadas. Este incremento en la población carcelaria se debe, en parte, a la severidad de las políticas penales y al uso frecuente de la prisión preventiva, lo que eleva el número de ingresos al sistema sin contar con una infraestructura adecuada para gestionar esa demanda.

	El hacinamiento afecta de manera directa la violación de derechos esenciales. Las condiciones de vida suelen ser inadecuadas, con espacios limitados donde más personas residen de lo previsto, lo que dificulta el acceso a servicios básicos como agua potable, una buena ventilación, saneamiento y suficiente alimentación. Además, la sobrepoblación limita la implementación efectiva de programas de rehabilitación, educación o formación laboral, ya que los recursos humanos y materiales son insuficientes para atender a toda la población de las prisiones. Desde un enfoque crítico, el hacinamiento refleja claramente la escasez de planificación penal y la incoherencia en las políticas públicas. 

	Esto, no es solo un problema de infraestructura, sino que implica una violación sistemática de la dignidad humana. Mientras se siga priorizando el encarcelamiento como respuesta casi automática al delito y no se fortalezcan las alternativas a la privación de libertad, el sistema seguirá generando situaciones de colapso y violación de derechos.

	La violencia es otro de los aspectos más preocupantes de la situación actual. Los documentos analizados indican un aumento considerable de conflictos entre grupos criminales dentro de las prisiones, muchos de los cuales han resultado en masacres con un alto número de muertes. Estos incidentes no solo reflejan luchas internas por el control de actividades ilegales, sino también la fragilidad de los mecanismos de seguridad y control institucional. En múltiples ocasiones, la violencia ha sido extremadamente brutal, poniendo de manifiesto la presencia de armas en los centros y la capacidad organizativa de las estructuras criminales que operan incluso desde el interior (Farinango et al., 2022).

	La violencia en las prisiones no solo impacta a quienes están privados de libertad, sino que también afecta al personal penitenciario y a la seguridad pública en general .La escasez de personal capacitado y en condiciones laborales adecuadas limita la capacidad para prevenir y reaccionar ante motines o enfrentamientos. Además, la crisis en los sistemas penitenciarios está relacionada con la criminalidad externa, ya que las cárceles se han convertido en espacios para planear y coordinar actividades delictivas, ampliando el alcance de las organizaciones criminales 

	Desde un enfoque estructural, la violencia en las prisiones puede verse como el síntoma más preocupante de la crisis penitenciaria. Las masacres no solo muestran fallas en la seguridad, sino también la consolidación de organizaciones criminales dentro de los centros penitenciarios. Esto indica que el sistema penitenciario ha dejado de cumplir plenamente su objetivo rehabilitador y, en ciertos casos, ha contribuido al fortalecimiento de dinámicas delictivas que afecten a la sociedad.

	 En lo que respecta a la salud pública, los documentos revisados subrayan que las condiciones de sobrepoblación y deficiencias estructurales propician la difusión de enfermedades tanto infecciosas como crónicas (Organización Mundial de la Salud, 2022). La escasa accesibilidad a servicios médicos, la falta de medicamentos y la insuficiencia de profesionales de la salud empeoran la vulnerabilidad de la población carcelaria. Enfermedades del sistema respiratorio, gastrointestinal y afecciones en la piel tienden a expandirse más rápidamente en espacios cerrados y superpoblados. 

	A esto se añade la dificultad para establecer estrategias de prevención y atención rápida, especialmente en situaciones críticas de salud pública. Además, las investigaciones indican que la atención en salud mental es especialmente escasa. Muchas personas en reclusión tienen antecedentes de consumo problemático de sustancias, trastornos mentales o vivencias de violencia previas. Sin embargo, los programas de apoyo psicosocial son limitados o simplemente no existen en varios establecimientos, lo que fomenta la reiteración de comportamientos violentos y un deterioro continuo en el bienestar emocional de los internos (Zambrano y Loor, 2025).

	En el marco del enfoque de derechos humanos, la precariedad en el ámbito de la salud constituye una grave vulneración de derechos fundamentales. La salud de ninguna persona debería depender de su situación legal. La falta de atención en esta área aumenta el sufrimiento personal y limita las oportunidades reales de reintegración a la sociedad, impactando también el bienestar colectivo a largo plazo.

	Un aspecto significativo en la evaluación del comportamiento del sistema penitenciario actual es la fricción entre un enfoque punitivo y uno rehabilitador. Aunque la legislación establece el objetivo de reintegrar a la sociedad, en la práctica, predominan las dinámicas de castigo y control. La escasez de oportunidades educativas y laborales reales dentro de los establecimientos obstaculiza la preparación para la vida en libertad, perpetuando ciclos de exclusión y reincidencia. Así, la crisis en las cárceles no solo es un problema interno, sino que representa un reto estructural que afecta la seguridad y cohesión social del país (Estrella, 2024).

	Por lo tanto, mientras no se logre un equilibrio efectivo entre la seguridad y la rehabilitación, el sistema seguirá enfrentando un ciclo de ineficacia institucional. La privación de libertad debe orientarse realmente hacia la reintegración social; de no ser así, se transforma en un mecanismo que reproduce exclusión y violencia. 

	En conclusión, el análisis del sistema penitenciario ecuatoriano pone de manifiesto una crisis multidimensional caracterizada por la saturación, el aumento de la violencia, la insuficiencia en la atención médica y la fragilidad institucional. Estos elementos interactúan, creando un ciclo vicioso que agrava la violación de derechos y debilita la capacidad del Estado para cumplir su función de rehabilitación social.

	Abordar esta situación exige llevar a cabo reformas estructurales enfocadas en disminuir el hacinamiento, mejorar la gestión penitenciaria, asegurar condiciones dignas de detención y recuperar el control efectivo de los centros, todo bajo un enfoque integral de derechos humanos y seguridad (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2021; Estrella, 2024; Farinango et al., 2022).

	El Estado ecuatoriano y su rol de garante en cuanto a los derechos humanos de las personas privadas de libertad dentro del sistema penitenciario ecuatoriano. ¿Lo está cumpliendo? 

	El análisis del cumplimiento del rol garante del Estado ecuatoriano también exige considerar el impacto de las políticas criminales adoptadas durante las últimas décadas, especialmente aquellas orientadas al incremento del uso de la prisión como respuesta principal frente a la delincuencia. La expansión del derecho penal y el aumento del número de personas privadas de libertad no fueron acompañados por un fortalecimiento proporcional de la infraestructura penitenciaria ni por la implementación de políticas públicas integrales de rehabilitación social. 

	Como consecuencia, el crecimiento acelerado de la población carcelaria generó un desequilibrio estructural entre la capacidad institucional del sistema penitenciario y las obligaciones estatales de protección de derechos humanos. Diversos estudios académicos señalan que el uso excesivo de la prisión preventiva y el endurecimiento de las penas contribuyeron significativamente al hacinamiento carcelario, situación que afecta directamente la calidad de vida dentro de los centros de privación de libertad y limita la posibilidad de garantizar condiciones dignas de detención (Alvarado y Ochoa, 2022).

	Dentro de este contexto, el principio de dignidad humana adquiere especial relevancia como eje rector del sistema penitenciario. La doctrina constitucional sostiene que la dignidad humana constituye un límite material al ejercicio del poder punitivo estatal, lo que implica que ninguna persona puede ser sometida a condiciones que desconozcan su valor intrínseco como ser humano, aun cuando haya sido condenada por la comisión de un delito. Sin embargo, investigaciones jurídicas han evidenciado que las condiciones materiales en varios centros penitenciarios ecuatorianos presentan deficiencias relacionadas con el acceso al agua potable, alimentación adecuada, espacios habitables y servicios básicos, aspectos que inciden directamente en la calidad de vida de las personas privadas de libertad y evidencian falencias en la gestión estatal del sistema (Carbo et al., 2025).

	Otro elemento fundamental para evaluar el rol del Estado como garante se relaciona con la clasificación penitenciaria y la separación adecuada de las personas privadas de libertad según su situación jurídica, nivel de peligrosidad y necesidades de rehabilitación. La normativa nacional establece la importancia de diferenciar entre personas procesadas y sentenciadas, así como entre distintos perfiles criminológicos, con el objetivo de prevenir situaciones de violencia y favorecer procesos de reinserción social. 

	No obstante, estudios académicos han demostrado que la sobrepoblación carcelaria ha dificultado la aplicación efectiva de estos criterios técnicos, generando convivencia forzada entre grupos incompatibles y aumentando los niveles de conflictividad interna. Esta situación incrementa los riesgos para la integridad personal y evidencia debilidades estructurales en la administración penitenciaria (Humala y Vázquez, 2023).

	Asimismo, el análisis del sistema penitenciario ecuatoriano debe considerar el impacto psicológico que produce la privación de libertad cuando se desarrolla en contextos de violencia e inseguridad permanente. La literatura especializada señala que la exposición constante a situaciones de riesgo, amenazas y conflictos internos genera efectos negativos en la salud mental de las personas privadas de libertad, incluyendo ansiedad, depresión y estrés postraumático. En este escenario, el Estado no solo tiene la obligación de garantizar la seguridad física, sino también el bienestar psicológico de la población penitenciaria mediante programas de atención psicosocial adecuados. Sin embargo, investigaciones recientes evidencian que la cobertura de servicios psicológicos dentro de los centros penitenciarios resulta limitada frente a la magnitud de las necesidades existentes, lo cual constituye una omisión relevante dentro del deber estatal de protección integral (Pinta y Villacrés, 2023).

	De igual manera, el acceso a la justicia representa un componente esencial del rol garante estatal. Las personas privadas de libertad deben mantener la posibilidad real de ejercer sus derechos procesales, comunicarse con sus defensores y acceder a mecanismos judiciales que permitan denunciar vulneraciones de derechos humanos. No obstante, diversos análisis han señalado que existen dificultades prácticas relacionadas con el acceso a asesoría jurídica, limitaciones tecnológicas y retrasos en los procesos judiciales, factores que afectan el derecho a la tutela judicial efectiva. Estas barreras generan una situación de desigualdad estructural que profundiza la vulnerabilidad de las personas privadas de libertad frente al sistema institucional (Chango et al., 2025).

	La problemática penitenciaria ecuatoriana también evidencia la necesidad de analizar la coordinación interinstitucional entre las entidades responsables del sistema de rehabilitación social. La garantía efectiva de derechos humanos no depende exclusivamente de la administración penitenciaria, sino también de la participación articulada de instituciones encargadas de salud, educación, trabajo y protección social. Sin embargo, estudios académicos han identificado deficiencias en la coordinación entre organismos estatales, lo que dificulta la implementación de programas integrales de rehabilitación y limita el acceso a servicios esenciales dentro de los centros penitenciarios. Esta falta de articulación institucional demuestra que la crisis penitenciaria no responde únicamente a problemas de infraestructura, sino también a debilidades en la planificación estatal (Herrera et al., 2021).

	Otro aspecto relevante dentro del análisis es la reinserción social posterior al cumplimiento de la pena. El rol garante del Estado no finaliza con la liberación de la persona privada de libertad, sino que incluye la adopción de medidas que faciliten su integración a la sociedad y reduzcan los niveles de reincidencia delictiva. No obstante, investigaciones académicas han evidenciado la ausencia de políticas públicas sostenidas dirigidas a la inclusión laboral y social de las personas que recuperan su libertad, lo que genera dificultades para reconstruir proyectos de vida y aumenta el riesgo de exclusión social. Esta situación demuestra que el sistema penitenciario ecuatoriano presenta limitaciones tanto dentro como fuera de los centros de rehabilitación social, afectando la eficacia del modelo de justicia penal (Farinango et al., 2022).

	Desde el enfoque del derecho internacional de los derechos humanos, la responsabilidad estatal frente a las personas privadas de libertad implica la adopción de medidas progresivas orientadas a mejorar continuamente las condiciones penitenciarias. Este principio exige que el Estado implemente políticas públicas sostenidas y evaluables que permitan superar problemas estructurales como el hacinamiento, la violencia y la falta de acceso a servicios básicos. La ausencia de avances significativos en estos ámbitos ha llevado a diversos académicos a considerar que la crisis penitenciaria ecuatoriana constituye un ejemplo de incumplimiento del deber de garantía, debido a la persistencia de vulneraciones sistemáticas pese al reconocimiento normativo de derechos (López y Medina, 2024).

	En este contexto, el análisis académico coincide en señalar que la problemática penitenciaria ecuatoriana no puede reducirse a eventos aislados de violencia, sino que responde a causas estructurales relacionadas con políticas criminales, debilidad institucional y falta de planificación estatal a largo plazo. La garantía efectiva de derechos humanos dentro del sistema penitenciario requiere una transformación integral que incluya reformas normativas, fortalecimiento institucional, profesionalización del personal penitenciario y desarrollo de programas reales de rehabilitación social. Mientras estas condiciones no se consoliden, el Estado continuará enfrentando dificultades para cumplir plenamente su rol como garante de los derechos humanos de las personas privadas de libertad.

	De esta manera, el estudio del sistema penitenciario ecuatoriano evidencia una tensión constante entre el reconocimiento jurídico de derechos y su materialización práctica. Aunque el marco constitucional establece estándares avanzados de protección, la realidad penitenciaria demuestra que la efectividad de los derechos humanos depende no solo de su proclamación normativa, sino de la capacidad estatal para implementarlos mediante políticas públicas eficientes y sostenibles. La persistencia de deficiencias estructurales confirma que el cumplimiento del rol garante del Estado ecuatoriano continúa siendo un desafío pendiente dentro del proceso de consolidación del Estado constitucional de derechos y justicia.

	Conclusiones 

	En primer término, se concluye que las personas privadas de libertad en Ecuador padecen una vulnerabilidad estructural que se traduce en violaciones sistemáticas de derechos esenciales —vida, integridad, salud, dignidad y acceso a la justicia—, derivadas del hacinamiento crónico, la violencia endémica, la precariedad médica y las barreras institucionales, afectando con especial gravedad a grupos vulnerables como mujeres, personas con discapacidad y pueblos indígenas.

	En segundo lugar, el análisis histórico-jurídico evidencia una tensión irresuelta entre el modelo constitucional garantista y la lógica punitiva expansiva que ha privilegiado el encarcelamiento masivo sin dotar al sistema de infraestructura, personal especializado ni programas de reinserción, lo que constituye la raíz estructural de la crisis penitenciaria.

	En tercer lugar, la evaluación de la situación actual confirma que la crisis responde a factores acumulados —sobrepoblación, debilidad institucional, falta de planificación y uso excesivo de prisión preventiva— que han generado condiciones inhumanas, pérdida de control estatal frente a organizaciones criminales y graves omisiones sanitarias, evidenciadas con crudeza durante la pandemia de COVID-19.

	Finalmente, en respuesta a la pregunta de investigación, se concluye categóricamente que el Estado ecuatoriano incumple estructuralmente su rol de garante. La brecha entre el reconocimiento normativo y la realidad carcelaria es insalvable, y las violaciones sistemáticas persisten. Superar este déficit exige reformas integrales que limiten la prisión preventiva, promuevan alternativas, inviertan en rehabilitación, profesionalicen al personal e implementen enfoques diferenciados y mecanismos de control efectivos. Sin una transformación sostenida que priorice la reinserción sobre el castigo, el Estado constitucional de derechos y justicia seguirá fallando en este ámbito crucial.
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